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Accionante: 
 CAMILO LOAIZA VASCO
Accionado:
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO [E]l encartado reconoció que por error involuntario había omitido dar trámite a la solicitud del beneficio administrativo de permiso de 72 horas, no obstante, al percatarse de la situación, corrió traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario para que rindiera un concepto sobre la viabilidad de su concesión, toda vez que es el primer paso exigible para poder resolver de fondo el asunto, una vez obtenida la respuesta. Tal circunstancia deja entrever que la pretensión del accionante, respecto de ese aspecto puntual se encuentra superada, toda vez que ya se dio inicio a las acciones del caso para poder proceder a resolver de fondo el planteamiento reclamado por el actor, de acuerdo a ello, es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veinte (20) de noviembre de dos mil diecisiete (2017) 

Hora: 2:40
Aprobado por Acta No. 1269
	Radicación: 
	66001 22 04 000 2017 00242 00

	Accionante: 
	Dr. David Augusto Becerra Herrera, apoderado judicial de Camilo Loaiza Vasco

	Accionado: 
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Decisión: 
	Declara hecho superado 


ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el abogado DAVID AUGUSTO BECERRA HERRERA, quien actúa en calidad de apoderado judicial del señor CAMILO LOAIZA VASCO en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y petición. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que desde el 5 de junio de 2017 envió un derecho de petición al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad tendiente a que se reconociera en favor de su prohijado una redención de pena; además, se oficiara al Establecimiento Penitenciario y Carcelario para que explicara las razones por las cuales no ha sido trasladado a la fase de mediana seguridad; así mismo pidió que, una vez se recibieran las respuestas por parte del Establecimiento Penitenciario, se reconociera en favor del señor Loaiza Vasco el beneficio administrativo de las 72 horas; finalmente solicitó que se le concediera personería para intervenir dentro de ese asunto.  
No obstante, a la fecha de interposición de la solicitud de amparo constitucional, el Despacho accionado no había resuelto la aludida petición. 
LO QUE SOLICITA:

Con base en lo anterior, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y derecho de petición de su representado, y en consecuencia de ello, se ordene al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad dar respuesta inmediata a la aludida petición. Así mismo, que se estudien las redenciones de pena pertinentes hasta la fecha de decisión de esta acción constitucional. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 24 de octubre del año que transcurre, y por medio de auto del día siguiente, tras analizar el contenido de la solicitud y los documentos adjuntos, esta Magistratura resolvió inadmitirla, puesto que la misma se instauró inicialmente por parte del abogado David Augusto Becerra Herrera, quien a pesar de pretender actuar como apoderado del señor Camilo Loaiza Vasco, no adjuntó el respectivo poder que avalara su condición de representante judicial del titular de los derechos; sin embargo, se le concedió el término de tres días para subsanar el yerro relacionado con la falta de legitimación para actuar, lapso durante el cual allegó un memorial con el respectivo poder, mediante el cual su prohijado le autorizó expresamente para promover acción de tutela en contra del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira. 

Así las cosas, mediante auto del 2 de noviembre del año que transcurre se avocó el conocimiento del asunto en contra del Despacho Judicial referenciado atrás. 

PRONUNCIAMIENTO DEL DESPACHO ACCIONADO –JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: 
Por medio de oficio adiado el 8 de noviembre del año que transcurre, el titular del Despacho accionado expuso que efectivamente allí se recibió la solicitud incoada por el actor, cuya pretensión principal era el reconocimiento de una redención de pena en favor del señor Camilo Loaiza vasco, sin embargo, esa instancia había negado previamente la misma petición mediante auto interlocutorio No. 0816 del 26 de abril de 2017, ante la mala calificación de su conducta, entregada por parte del Centro de Reclusión.
Sin embargo, como quiera que para el momento de la emisión de dicha decisión el señor Loaiza Vasco no contaba con un defensor que atendiera sus intereses, mediante auto de sustanciación del 8 de junio de 2017, después de reconocerle personería al abogado, hoy accionante, ordenó que se le notificara de la decisión previamente proferida para que, si lo estimaba pertinente, hiciera uso de los recursos que tenía a su alcance, pero no lo hizo. 
Ahora, sí reconoció el Juez accionado que una vez verificado de nuevo el contenido de la solicitud presentada por el libelista, se encontró que por error involuntario no se dio el trámite correspondiente a la segunda petición del actor referente al permiso de las 72 horas, no obstante, explicó que en primer lugar debe encargarse de ese asunto el centro de reclusión, donde se deberá establecer por medio de resolución emitida por el concejo de evaluación y disciplina el cumplimiento de los requisitos legales para su concesión. 

Atendiendo esa situación, se remitió oficio al Establecimiento Penitenciario y Carcelario con copia de la petición elevada por el actor para que resuelva lo pertinente, y una vez recibido el respectivo concepto procederá a resolver de fondo la solicitud planteada en ese sentido.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde a esta Corporación establecer, si por parte del Despacho accionado se ha vulnerado el derecho fundamental de petición del señor Camilo Loaiza Vasco. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El cuestionamiento planteado por el apoderado judicial del señor Camilo Loaiza Vasco, consiste en el hecho de que el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad no haya atendido de manera oportuna el derecho de petición incoado por él desde el 5 de junio de 2017, del cual se desprenden dos solicitudes principales, la primera de ellas estaba encaminada a que se le reconociera una redención de pena, y la segunda, a que se estudiara si cumplía con los requisitos para la concesión del beneficio administrativo del permiso de 72 horas.    

Respecto de las manifestaciones realizadas por la parte accionante, expuso el Despacho encartado que la solicitud de redención de pena fue atendida de manera oportuna, puesto que mediante oficio del 8 de junio del año que transcurre se puso en conocimiento del abogado que el Despacho ya había resuelto previamente idéntica solicitud, que había sido promovida por el señor Camilo, sin embargo, se ordenó su respectiva notificación para que hiciera uso de los recursos legales si así lo consideraba pertinente, sin embargo, aunque la aludida decisión se le remitió al mismo correo electrónico que plasmó en su escrito de tutela, no hizo ningún pronunciamiento al respecto en esa oportunidad. 

Por otra parte, el encartado reconoció que por error involuntario había omitido dar trámite a la solicitud del beneficio administrativo de permiso de 72 horas, no obstante, al percatarse de la situación, corrió traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario para que rindiera un concepto sobre la viabilidad de su concesión, toda vez que es el primer paso exigible para poder resolver de fondo el asunto, una vez obtenida la respuesta. Tal circunstancia deja entrever que la pretensión del accionante, respecto de ese aspecto puntual se encuentra superada, toda vez que ya se dio inicio a las acciones del caso para poder proceder a resolver de fondo el planteamiento reclamado por el actor, de acuerdo a ello, es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por el Doctor DAVID AUGUSTO BECERRA HERRERA, en calidad de apoderado judicial del señor CAMILO LOAIZA VASCO, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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